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INFORME DE EVALUACIÓN DEL IMPACTO DE GÉNERO Y ADECUACIÓN A LA NORMATIVA VIGENTE SOBRE
IGUALDAD  ENTRE  SEXOS,  RELATIVA  AL   PROYECTO  DE  DECRETO  PARA  UNA  TRANSICIÓN  JUSTA  A
TRAVÉS DEL IMPULSO DE ECOSISTEMAS INDUSTRIALES SOSTENIBLES EN LAS PROVINCIAS DE ALMERÍA,
CÁDIZ Y CÓRDOBA.

De acuerdo con lo establecido en el citado artículo 10.1.h) de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, se promulgó el
Decreto del Presidente 10/2022, de 25 de julio, sobre reestructuración de Consejerías. En éste, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 13, en su redacción tras la modificación realizada por el Decreto 13/2022, de 8 de
agosto, atribuye a la Consejería de Política Industrial y Energía, las competencias actualmente asignadas a la
Consejería de Transformación Económica, Industria, Conocimiento y Universidades en materia de industria
y minas y  las  que en materia  de energía  venían siendo ejercidas por las Consejerías  de la Presidencia,
Administración Pública e Interior y de Hacienda y Financiación Europea.

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado mediante Ley 2/2007, de 19 de marzo, establece en su
articulo 58.2.1º y 3º que corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía de acuerdo con las bases y la
ordenación de la actividad económica general y en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y
149.1.11° y 13° de la Constitución, la competencia sobre fomento y planificación de la actividad eco-
nómica en Andalucía y sobre  industria, salvo las competencias del Estado por razones de seguridad,
sanitarias o de interés de la Defensa .

Por su parte, el Decreto 163/2022, de 9 de agosto, por el que se regula la estructura orgánica de la Consejería
de Política Industrial y Energía, atribuye a esta Consejería de Industria, Energía y Minas, según su artículo
1.1, “las competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de actividades indus-
triales, mineras y energéticas, así como la cooperación económica y el fomento de las iniciativas y acciones
en dichos campos ”. 

Asimismo, corresponde a la Secretaría General de Industria y Minas tanto el “fomento y la promoción de las
actividades industriales y mineras mediante la creación, gestión y diseño de instrumentos y planes de
apoyo al desarrollo del tejido productivo industrial y minero, industria 5.0, y los servicios relacionados con
estos, incluida su promoción exterior” y “la gestión de incentivos para el impulso de programas de promoción
y modernización industrial y de la minería, el desarrollo económico regional  y la transición justa” (artículo
5.1.c) y d)). 

El Fondo de Transición Justa (FTJ) es un nuevo instrumento en el marco de la política de cohesión para el
periodo 2021-2027 que tiene por objeto mitigar los efectos negativos de la transición climática, prestando
apoyo a los territorios más perjudicados y a los trabajadores afectados, y promover una transición socioeco-
nómica equilibrada. En consonancia con el objetivo específico único del FTJ, las acciones que reciban apo -
yo de este deben contribuir directamente a hacer posible que las regiones y las personas afronten las reper -
cusiones  sociales,  laborales,  económicas y  medioambientales  de  la  transición  hacia  los  objetivos  de  la
Unión para 2030 en materia de energía y clima y una economía de la Unión climáticamente neutra de aquí a
2050, con arreglo al Acuerdo de París.

De acuerdo con el texto del Reglamento (UE) 2021/1056 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de ju-
nio de 2021, por el que se establece el Fondo de Transición Justa, éste debe abarcar a todos los Estados
miembros, pero la distribución de sus recursos financieros debe centrarse en los territorios más perjudica-
dos por el proceso de transición climática. Para ello, los Estados Miembros, incluido el Estado español, han
descrito las medidas específicas que deben adoptarse para abordar las consecuencias socioeconómicas y
medioambientales de dicha transición. Esto ha tenido lugar a través del Plan Territorial de Transición Justa
de España 2021 – 2027, que adoptó la Comisión europea en su decisión de 20 de diciembre de 2022.

Consejería de Industria, Energía y Minas
Secretaría General de Industria y Minas
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El punto de partida para la selección de estos territorios ha sido el Anexo D del Informe País 2020 que publi-
có la Comisión Europea en el marco de las orientaciones del semestre europeo. En este documento la Comi-
sión identifica a Almería, Cádiz y Córdoba entre las ocho provincias más afectadas en España por la transi -
ción a la neutralidad climática a causa, fundamentalmente, del desmantelamiento de las centrales térmicas
de carbón de Carboneras en Almería, Los Barrios en Cádiz y Puente Nuevo en el Valle del Guadiato de Córdo -
ba.

En este marco, y de acuerdo a la lógica de intervención de la transición justa en las provincias andaluzas
incorporada en el Plan Territorial de Transición Justa de España 2021 – 2027, los instrumentos de transición
justa nacen ante la necesidad de revertir los impactos económicos, sociales y ambientales derivados del
cierre de las referidas centrales térmicas y de otras instalaciones industriales ya producidos, pero también
ante la necesidad de anticiparse frente al potencial riesgo que existe de nuevos cierres o disminución de
actividades industriales ligadas a la transición, como medida para mitigar el riesgo de nuevas pérdidas de
empleo.

Ésta consituye la razón que justifica la necesidad de aprobación del Proyecto de Decreto que se constituye
en el  marco organizativo y de gobernanza para la adecuada ejecución de los créditos provenientes del
Fondo de Transición Justa.

El Plan Territorial de Transición Justa de España 2021 – 2027, adoptado recientemente por la Comisión Eu -
ropea, hace referencia a los territorios más afectados por la transición ecológica en Europa, señalando que
estos territorios, entre los que se encuentran Almería, Cádiz y Córdoba, han sufrido recientemente un grave
impacto económico y en el empleo por causa del cierre de centrales térmicas de carbón. En ese sentido, se
destaca que al impacto directo de estos cierres se une el de las empresas auxiliares y, en algunos casos, las
necesidades de transformación de las industrias intensivas en consumo energético y emisiones, que se de-
sarrollaron alrededor de la actividad energética.

Otros elementos comunes de estos territorios son el elevado nivel de desempleo, el envejecimiento pobla-
cional, la excesiva dependencia de actividades en declive y/o en transformación y la necesidad de forma-
ción, recualificación y acompañamiento a la inserción laboral del personal trabajador afectado por los cie-
rres.

El referido plan identifica que, ante esta situación, la provincia de Cádiz, y en especial los municipios afecta-
dos por el cierre de la central de carbón de Los Barrios, se enfrentan a un impacto directo sobre 153 puestos
de trabajo y la situación de fragilidad económica que provoca el cierre de un centro industrial de gran im-
portancia. Córdoba, e igualmente de manera especial los municipios más directamente afectados por el cie -
rre de la central de Puente Nuevo, que afectó a unos 129 puestos de trabajo, es una provincia donde el teji -
do industrial afronta grandes desafíos y que había sufrido una importante reconversión previa. Y Almería, y
en especial Carboneras como municipio en el que se ha producido el cierre de la central, se enfrenta a la
pérdida de 269 puestos de trabajo en la central y otros 42 en el puerto, sufriendo, además, impactos en
otros sectores que compartían procesos o subproductos con las actividades industriales cesadas. 

Ante esta situación, se ha podido constatar cómo la industria en Andalucía es un sector en transformación
que presenta riesgos asociados a la transición ecológica, y que además ello afecta directamente a activida-
des industriales estratégicas que se desenvuelven en un entorno de gran competencia internacional.   

Por todo ello, y en relación con los sectores productivos afectados por esta situación, deben multiplicarse
las medidas necesarias para mantener el tejido industrial en estas provincias y evitar así nuevas caídas del
empleo industrial y de actividades económicas. 
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Asimismo, el gran número de personas afectadas en su empleo pone de manifiesto la importancia de la si-
tuación y de la implantación de tales medidas, quedando patente además su urgencia por cuanto un retraso
en la tramitación de los instrumentos que conduzcan a mitigarla podría ocasionar un grave menoscabo del
tejido productivo en las provincias referidas y un impacto social aún más considerable.  Así pues, es mani-
fiesta la necesidad de la Administración de actuar de manera ágil, permitiendo así implementar las medi-
das, herramientas y procesos necesarios para la puesta en marcha de los instrumentos de concesión de los
incentivos referidos en este decreto, así como el resto de los elementos que la acompañan, con el fin de ayu-
dar a sostener la continuidad de las actividades industriales en los territorios afectados así como a crear
nuevas actividades que compensen el tejido productivo perdido.

En tanto que constituye una de las prioridades de la Comunidad Autónoma evitar el cierre de empresas, la
destrucción del tejido económico y de empleo, resulta imprescindible la utilización de los fondos europeos
para la transición justa, cuya programación presupuestaria, habida cuenta de que el propio FTJ se dota, en
una parte relevante, de recursos Next Generation UE, ha debido concentrar un volumen importante de sus
recursos en la primera parte del marco temporal 2021 – 2027, y especialmente en los años 2022 y 2023, lo
que abunda en la necesidad de su ejecución acelerada.

La pertinencia de la utilización de los fondos de transición justa para la finalidad expuesta se evidencia en
tanto que el objeto del FTJ es precisamente el de prestar apoyo a la población, la economía y el medio am -
biente de los territorios que se enfrentan a retos socioeconómicos graves derivados del proceso de transi -
ción hacia los objetivos de la Unión para 2030 en materia de energía y clima y una economía de la Unión cli -
máticamente neutra de aquí a 2050.

Y ello, en el marco de un modelo de gestión para el FTJ en España en el que las Comunidades Autónomas
implicadas, y entre ellas Andalucía, han contribuido a la configuración del Plan territorial de Transición justa
de España 2021 - 2027, mediante la orientación de las intervenciones y actuaciones a desarrollar en cada
una de las tres provincias que se beneficiarán del Fondo, partiendo de los diagnósticos en los territorios y
los objetivos fijados para ellos. Con base en este Plan Territorial, se ha participado desde las Comunidades
Autónomas, en la elaboración del Programa del Fondo de Transición Justa de España 2021 - 2027, que reali -
za una programación coherente con el enfoque estratégico seguido en el Plan Territorial, que se anexa al
Programa. Tras la adopción por la Comisión Europea del Programa del Fondo de Transición Justa de España
2021-2027 y del Plan, las Comunidades Autónomas se disponen a iniciar la gestión de gran parte de los fon-
dos previstos para España.

Por  todo  ello,  dada  la  grave  situación  en  la  que  se  encuentra  muchas  empresas  del  sector  industrial,
especialmente las pequeñas y medianas empresas, se considera conveniente que las medidas de apoyo al
sector, tan relevante para la economía de las señaladas provincias, se engloben en un marco de actuación
preferente y específicamente diseñado para ello de ayudas dirigidas a las empresas que lo integran, dentro de
esa visión integral de la industria que se refleja en el concepto de «ecosistemas industriales» que adopta la
estrategia  industrial  europea  «El  momento  de  Europa:  reparar  y  prepararse  para  la  próxima generación,
COM(2020) 456 final y SWD(2020) 98 final adjunto», y cuyo impulso se convierte en el objetivo del presente
decreto.

El objeto del presente informe de evaluación de impacto de género es dar cumplimiento de la tramitación
administrativa prevista en el Decreto 17/2012, de 7 de febrero, por el que se regula la elaboración del Infor -
me de Evaluación del Impacto de Género, entre otros, en los proyectos de disposiciones reglamentarias que
apruebe el Consejo de Gobierno.

El informe de Evaluación del Impacto de Género es el documento en el que se recoge una evaluación previa
de los resultados y efectos que la disposición en cuestión pueda tener sobre mujeres y hombres, así como la
incidencia de sus resultados en relación con la igualdad de oportunidades entre ambos sexos. Ha de recoger
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la información necesaria para identificar las desigualdades de género existentes en relación con el objeto de
la disposición, realizará los oportunos análisis para detectar el impacto previsible de la misma en la igual -
dad y propondrá posibles medidas para subsanar las desigualdades, si ello fuera necesario.

Para la elaboración del presente informe se ha consultado la Guía para identificar la pertinencia de género,
editada por el Instituto Andaluz de la Mujer, y que se puede localizar en la web: http://www.unidadgenero.-
com/defaultcfm.

En dicha Guía se definen como pertinentes al género todas aquellas actuaciones que afecten a las personas
directa o indirectamente, por lo que pocas actuaciones quedarán sin ser clasificadas como pertinentes. De
algún modo, todas las políticas públicas son pertinentes al género, pues afectarán en última instancia a la
población, a mujeres y hombres.

Es decir, una actuación será pertinente al género si, de forma directa o indirecta afecta a personas y/o si tie-
ne efectos sobre el aumento o disminución de la situación de desequilibrio entre mujeres y hombres.

Para ello, en primer lugar, se debe buscar dónde están las personas en las actuaciones que se desarrollen.
Cuando éstas están dirigidas a personas, identificando cuántos hombres y cuántas mujeres están o pueden
estar afectados y afectadas.

En segundo lugar, identificar cuál es la posición de estos hombres y estas mujeres y los desequilibrios que
existen entre ambos sexos.

Y, por último, identificar que la aplicación de medidas, proyectos o acciones, puede tener un impacto dife-
rencial entre mujeres y hombres como consecuencia de su desequilibrio de partida y que esta intervención
puede favorecer (o lo contrario) que las brechas de género (entre mujeres y hombres) disminuyan.

También se ha consultado la Guía para la Evaluación del Impacto de Género aprobada para la elaboración
por el Ministerio de Trabajo y Economía Social para la aplicación de la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre
medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el
Gobierno.

En este sentido, y como consta en el Programa de Transición Justa para España 2021-2027, aprobado por
Decisión de Ejecución de la Comisión, de 20 de diciembre de 2022, en las actuaciones a desarrollar en las
provincias de Almería, Cádiz y Córdoba, éstas cumplirán los principios horizontales de garantía de los
derechos fundamentales. de igualdad entre mujeres y hombres, y evitarán cualquier discriminación
por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación se-
xual, y, en particular, se fomentará especialmente, la perspectiva de género en el empleo industrial,
incluyendo actuaciones para la captación de mujeres en dicho ámbito. 

Este Proyecto, asimismo, respeta la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Anda-
lucía y, en concreto, lo establecido en su artículo 18, de garantía de la representación equilibrada de hom -
bres y mujeres, al menos, en un cuarenta por ciento y en su artículo 19, en cuanto a la composición equili -
brada de hombres y mujeres.

La Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, define en su
artículo 4 sus principios generales, entre los que destacan la representación equilibrada, mediante la cual la
presencia de mujeres y hombres no supere el sesenta por ciento ni sea inferior al cuarenta por ciento, y la
transversalidad de la perspectiva de género, que debe ser integrada en las distintas políticas y acciones pú-
blicas.
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Asimismo, en el artículo 6 de la citada Ley se insta a todos los poderes públicos de Andalucía a que incorpo -
ren la evaluación de impacto de género en el desarrollo de sus competencias, incluyendo la tramitación de
un informe de impacto de género respecto del contenido de leyes, disposiciones reglamentarias y planes,
que irá acompañado de los correspondientes indicadores, así como de medidas para promover la igualdad
entre los sexos y que reduzcan o eliminen las diferencias encontradas.

El proyecto de Decreto respeta, y tendrá en cuenta necesariamente, lo dispuesto en la Ley 9/2007, de 22 de
octubre, y en la Ley 12/2007, de 26 de noviembre. Así, en el marco del proyecto de Decreto será la aplicación
la normativa sobre equilibrio (40-60%). Así se recoge en los órganos colegiados que se crean con la aproba -
ción del mismo. En este sentido:

1. Artículo 19. Comisión de Planificación y Seguimiento de transición justa en Andalucía.

“5. En la composición de la Comisión de Planificación y Seguimiento deberá respetarse la representación equi-
librada de mujeres y hombres en los términos previstos en los artículos 18 y 19 de la Ley 9/2007, de 22 de octu -
bre, y en el artículo 11 de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en
Andalucía”.

2. Artículo 22. Comisiones de Participación.

“5. En la composición de la Comisión de Participación deberá respetarse la representación equilibrada de mu-
jeres y hombres en los términos previstos en los artículos 18 y 19 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, y en el ar -
tículo 11 de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre”.

Al mismo tiempo, se considera la necesidad de una política expresa que reconozca la aportación de la mujer
al ámbito de esta nueva sociedad y esta nueva economía. Y que establezca medidas de discriminación posi -
tiva que permitan la eliminación de obstáculos, motivados por el género, para ocupar puestos de alta res -
ponsabilidad a las mujeres.

Finalmente, y como parte de la adecuación del proyecto de Decreto a la normativa vigente en materia de gé-
nero e igualdad entre los sexos, el lenguaje del proyecto de Decreto, trata de ser un lenguaje neutro y no se-
xista, que permite la identificación de ambos sexos en igualdad de trato y consideración.

EL SECRETARIO GENERAL DE INDUSTRIA Y MINAS

FIRMADO POR CRISTOBAL SANCHEZ MORALES 18/04/2023 PÁGINA 5/5

VERIFICACIÓN Pk2jm4SKHLKB9CHWDGSYYPQXGN4W2J https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma

https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/code/Pk2jm4SKHLKB9CHWDGSYYPQXGN4W2J

